Contribuciones del Ecuador para el Relator Especial sobre el derecho al desarrollo, para la elaboración de los próximos informes temáticos que serán presentados en 2023, respectivamente, al Consejo de Derechos Humanos y a la Asamblea General
A.- INFORME PARA EL CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS (SEPTIEMBRE DE 2023) - "UN NUEVO IMPULSO PARA EL DERECHO AL DESARROLLO: UNA VISIÓN PARA EL FUTURO" 

1. ¿Cuáles han sido los logros más importantes para la aplicación del derecho al desarrollo a nivel nacional, regional e internacional en la última década?

· Avances institucionales relacionados con la adaptación de los sistemas de planificación y los planes nacionales de desarrollo para su articulación con los objetivos globales, particularmente la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible. 

· Avances en relación con la territorialización. Se ha puesto en evidencia la importancia de los gobiernos locales como actores centrales para la consecución del desarrollo, lo que ha derivado en el fortalecimiento institucional de los gobiernos subnacionales. 

· Incorporación de nuevas métricas para medir el desarrollo desde una perspectiva multidimensional. Un ejemplo de ello es la incorporación de indicadores de pobreza multidimensional que reemplazan o complementan a las tradicionales métricas de pobreza por ingresos. 

· Incorporación de mecanismos institucionales para favorecer la participación ciudadana. Si bien todavía es un desafío su plena ejecución, la incorporación de estos mecanismos en la legislación constituye un importante avance. 

· Se fortaleció la institucionalidad de Derechos Humanos mediante la creación del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos (MMDH), con Decreto Ejecutivo Nro. 609 de 29 de noviembre de 2023. 

· Plan de Acción de Diversidades LGBTI+ 2022-2025: El Plan de Acción de Diversidades – PAD-, representa el esfuerzo por la consolidación de políticas, propuestas y estrategias anteriores y vigentes. Esta herramienta busca reconocer todos los esfuerzos y avances logrados desde la Academia, el Estado y la Sociedad Civil como punto de partida para responder a los intereses colectivos y comunes de la población LGBTI+ desde el ejercicio de la planificación institucional y una mirada estratégica nacional. 
· Política Pública de Rehabilitación Social 2022-2025: fue aprobada por el Directorio del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social y presentada a la ciudadanía por el Presidente de la República el 21 de febrero de 2022. 
· Centros Violeta: los Centros Violeta son espacios de atención integral que contribuyen al reconocimiento, garantía y restablecimiento de los derechos humanos de las mujeres, niñas, niños y adolescentes con el fin de alcanzar la igualdad de género, incorporando los enfoques de derechos de las mujeres, de género, interseccional y diferencial.
·  Por otro lado, la Subsecretaría de Prevención y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, Niñas, Niños y Adolescentes realiza procesos de capacitación, formación, sensibilización y transformación de la cultura para la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, se encarga de la Política Intersectorial de Prevención del Embarazo en Niñas, Niños y Adolescentes (PIPENA), maneja el Registro Único de Violencia (RUV), las Casas de Acogida, los Centros de Protección Integral y los Servicios de Protección Integral (SPI). 
2. ¿Cuáles son los principales retos pendientes en la realización efectiva del derecho al desarrollo a diferentes niveles?

· Contracción de la inversión pública, debilitamiento institucional y de los sistemas de planificación.  

· Trabajar de manera articulada con las instituciones públicas de los diferentes niveles de gobierno para poder ejercer el derecho al desarrollo con enfoque de igualdad y que se dé cumplimiento a las políticas públicas especificadas en la Agenda Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades-ANIPN y así poder contribuir al desarrollo de los pueblos y nacionalidades. La Agenda es la herramienta de trabajo que contiene las demandas de pueblos y nacionalidades mismas que se articulan con los órganos rectores de las políticas públicas, para su cumplimiento. 

· Se ha identificado la necesidad realizar un seguimiento a los Planes Nacionales de Desarrollo que son el instrumento de planificación nacional, desde una perspectiva de derechos, incluyendo para el efecto indicadores específicos de derechos humanos y coordinación a todos los niveles de desconcentración.  
3. ¿Cómo podría incorporarse e integrarse el derecho al desarrollo en otras agendas relevantes (incluida la Agenda 2030) a nivel nacional, regional e internacional

· Inyección de recursos a los países para reducir las brechas de desarrollo. Estos recursos deben dirigirse de manera prioritaria al fortalecimiento de los servicios públicos para la garantía de derechos a fin de evitar la agudización de los niveles de pobreza. 

· Incorporación del sector privado para la implementación de agendas de desarrollo que impulsen una visión de desarrollo sostenible y permitan superar el enfoque tradicional vinculado solamente con el crecimiento económico. 

4. ¿Qué medidas se han adoptado para hacer efectivo el derecho al desarrollo de las personas y comunidades vulnerables o marginadas? ¿Han sido eficaces?

· Medidas de acción afirmativa para el cierre de brechas en los grupos de atención prioritaria (mujeres, niños, jóvenes, adultos mayores, personas en situación de movilidad humana, personas con discapacidad, entre otros).

· Marcos normativos e institucionalidad creadas para la garantía de derechos de grupos de atención prioritaria (mujeres, niños, jóvenes, adultos mayores, personas en situación de movilidad humana, personas con discapacidad, entre otros). 

· En 2018, el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional (CNII) realizó el Informe de Observancia sobre las políticas públicas para erradicar el Trabajo Infantil; para lo cual se levantó información sobre las acciones que desarrollan las instituciones competentes, se revisó el marco normativo nacional e internacional para establecer las obligaciones del Estado y se consultó con actores clave de la sociedad civil.  https://drive.google.com/file/d/1kxOiU7EAXixKBQarbVdxAfnIGNI-0dBn/view
· En el año 2021, el CNII realizó el Informe de Observancia Jóvenes: participación y representación política en el proceso electoral 2021, proceso que levantó información de los comicios generales del año 2021, permitiendo identificar el número de jóvenes hombres y mujeres inscritos para las diferentes dignidades de elección popular, a nivel nacional y local y los que llegaron a ser electos y electas. https://drive.google.com/file/d/1CtFZi8NMJ6O67Zt8pryhhmXjasECDgzy/view?usp=share_link
· En el 2021, se realizó el Informe de Observancia a la participación de las personas adultas mayores, mediante el voto en el proceso electoral 2023.   Las recomendaciones del informe de observancia al Consejo Nacional Electoral se centran en brindar las condiciones adecuadas en los recintos electorales y en las juntas receptoras del voto, para que las personas adultas mayores puedan cumplir con este derecho. https://drive.google.com/file/d/1V3pwOksHiJZjfx19QJGQx4TrbZ4lDnu6/view?usp=share_link
· En el año 2021 el CNII realizó un Informe de Observancia sobre el cumplimiento de la Ley de Personas Adultas Mayores artículo 14 exoneración del impuesto predial a las personas adultas mayores por parte de los gobiernos autónomos descentralizados municipales, levantando información de los gobiernos autónomos descentralizados y de los consejos cantonales de protección de derechos sobre el cumplimiento de esta disposición. https://drive.google.com/file/d/1zzS5toVC2QxVJ7KGkHgLCnycfAGWydTG/view?usp=share_link
· Se ha elaborado y evaluado la Agenda Nacional Igualdad de Pueblos y Nacionalidades ANIPN2019-2021
5. ¿Cómo puede aprovecharse el papel de actores como las agencias de desarrollo, las instituciones financieras internacionales, las empresas, las universidades, la sociedad civil y los medios de comunicación para contribuir a la realización del derecho al desarrollo? 

Existen varias vías para ello: 

· Financiamiento para el desarrollo: Acceso a fuentes de financiamiento en condiciones favorables para los países, así como el diseño de mecanismos para la reestructuración de la deuda externa en favor del desarrollo sostenible.  

· Ciudadanía activa que ejerza control social, exija rendición de cuentas y el buen uso de los recursos públicos (desarrollo de mecanismos de democracia participativa). 

· Sector empresarial responsable a través del desarrollo de mecanismos para fomentar la conducta empresarial responsable y la debida diligencia en materia social y ambiental. 
· En el marco del Acuerdo de Cooperación del Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional (CNII) con el Fondo de Población de Naciones Unidas (UNFPA) de 2019 a 2022 se estableció como uno de los productos: Posicionar los derechos sexuales y reproductivos y una vida libre de violencia en adolescentes y jóvenes con discapacidades en la Agenda Nacional de políticas públicas. https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2020/12/guia-rapida-sexualidad-adolescentes_dic2020.pdf
Se ha identificado la posibilidad de generar un plan nacional de cooperación internacional, liderado por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, en el cual se identifiquen claramente las necesidades de cooperación internacional de todas las Carteras de Estado y se realice la alineación con la oferta internacional. 
6. ¿Qué más se debería hacer para reforzar la cooperación entre los Estados, así como la colaboración con diversos actores no estatales, en la realización del derecho al desarrollo?

· Programas de capacitación y formación de talento humano para el intercambio de experiencias exitosas entre los países.

· Programas de cooperación internacional no rembolsable para el financiamiento de planes, programas y proyectos.

· La participación es un elemento fundamental en el desarrollo, los diversos mecanismos deben ser incorporados en las fases definidas en el desarrollo, así por ejemplo los consejos consultivos nacionales se permiten articular entre Estado y sociedad, dando acceso de manera protagónica, en la toma de decisiones en el ejercicio de la política pública.

· Desarrollar sobre la necesidad de que los actores provean la información de sus emprendimientos o iniciativas comunitarias que permitan crear bases de datos y que sean integradas a las redes y cadenas de comercio justo.

B.- INFORME AGNU (OCTUBRE 2023) - "PAPEL DE LAS EMPRESAS EN LA REALIZACIÓN DEL DERECHO AL DESARROLLO"

1. ¿Qué leyes, políticas e incentivos existen (o deberían introducirse) para animar a las empresas a contribuir a la realización efectiva del derecho al desarrollo?

Los cuerpos normativos en materia tributaria que contienen disposiciones enfocadas en la contribución a la realización efectiva del desarrollo son principalmente la Ley de Régimen Tributario Interno y la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria.  
A la fecha, existen varios incentivos tributarios. En el link a continuación el Servicio de Rentas Internas pone a su disposición una herramienta a través de la cual podrán acceder a todos los incentivos existentes en materia tributaria. Es nuestro entendimiento que todos estarían relacionados con la contribución y beneficio del desarrollo. Incentivos tributarios:   https://www.sri.gob.ec/matriz-incentivos-beneficios-fiscales 
2. ¿Qué medidas se están adoptando para garantizar que las empresas proporcionen salarios dignos adecuados a sus empleados/trabajadores en todas sus operaciones y adopten prácticas de compra responsables? 

· En el Ecuador se cuenta con el Consejo Nacional de Trabajo y Salarios, el cual constituye un gran avance en el proceso de institucionalización del diálogo social y la concertación en el país; y, pone de manifiesto el compromiso firme por parte de todos los actores para generar espacios de colaboración tripartita. 
· Para efectos de regular la organización y funcionamiento del Consejo, el Ministerio del Trabajo emitió el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2015-0240 publicado en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 531 de 06 de noviembre de 2015, espacio de diálogo desde el cual se han realizado sesiones para el análisis de la coyuntura económica nacional, entorno laboral y para la fijación salarial que se realiza anualmente en el país. 
· Una de las medidas fundamentales para asegurar salarios dignos a los trabajadores del país, es la fijación salarial que se realiza anualmente. 
· Para este efecto, se han promovido sesiones de diálogo tripartito en el Consejo Nacional de Trabajo y Salarios para la fijación salarial, con la participación del sector trabajador, empleador y oficial, en las cuales se realiza un diálogo de alto nivel, en donde los representantes presentan sus propuestas y posiciones, con lo cual el Gobierno Nacional toma en cuenta los valiosos aportes de estos sectores en la toma de decisiones. 
· Otra medida adoptada por el Gobierno Nacional es el establecimiento del salario digno, establecido en el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones.
· Todas estas acciones establecidas en la normativa nacional, permiten garantizar el pago de salarios dignos a los trabajadores, lo cual se suma al control permanente que el Ministerio del Trabajo realiza a nivel nacional por medio de inspecciones que permiten verificar el cumplimiento de los derechos laborales de los trabajadores del país. 
3. ¿Cómo garantizan las empresas que los proyectos de desarrollo no provoquen la contaminación del medio ambiente y/o el desplazamiento forzoso de comunidades, incluidos los pueblos indígenas?

Las empresas deben observar y actuar bajo los parámetros de protección de derechos previstos en:  
· Los instrumentos internacionales, en particular el Convenio 169 de la OIT; y,  
· Los derechos reconocidos en la Constitución del Ecuador como los derechos colectivos culturales, económicos y sociales, y los derechos de la naturaleza. 
Deberán actuar, además, en cumplimiento de los mecanismos de Consulta Previa Libre e Informada en los casos en los cuales la intervención de proyectos de desarrollo afecte los derechos de los pueblos indígenas, afroecuatorianos y campesinos montubios, respecto  de:  
· El acceso, uso y control de sus territorios;  
· El acceso y preservación de las fuentes de agua;  
· La conservación de la agrobiodiversidad;  
· Las formas de gobernanza propia de los pueblos y comunidades; y,  
· La calidad de la tierra, aire y agua, susceptible de ser afectada de manera irreversible como efecto de las actividades extractivas, especialmente hidrocarburífera y minera. 
Por su parte, el Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos tiene como misión proteger y precautelar los derechos humanos de los Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario- PIAV que habitan en la Amazonía ecuatoriana, por ello busca fortalecer las políticas públicas especiales para apoyar la protección de estos Pueblos. 
Para el Ministerio del Ambiente, Agua y Transición Ecológica (MAATE), en el Ecuador, las empresas que realizan proyectos de desarrollo están sujetas a un marco legal y normativo específico que busca garantizar la protección del medio ambiente y los derechos de las comunidades, incluidos los pueblos indígenas. Algunas de las medidas y regulaciones utilizadas en Ecuador para abordar estos problemas son las siguientes: 
· Evaluación de impacto ambiental: En Ecuador, antes de iniciar cualquier proyecto de desarrollo, las empresas deben realizar una Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) de acuerdo con la normativa establecida. Esta evaluación identifica y evalúa los posibles impactos ambientales y sociales del proyecto y propone medidas de mitigación y compensación. 
· Consulta y participación de las comunidades: La Constitución de Ecuador reconoce el derecho de las comunidades a ser consultadas y participar en las decisiones que afectan sus derechos y territorios. Las empresas deben cumplir con este requisito legal y llevar a cabo consultas previas, libres e informadas con las comunidades afectadas, especialmente con los pueblos indígenas. Esto implica involucrar a las comunidades en el proceso de toma de decisiones y obtener su consentimiento antes de implementar el proyecto. 
· Ley de Consulta Previa: Ecuador cuenta con una Ley de Consulta Previa, que establece los procedimientos y requisitos para la consulta a los pueblos y nacionalidades indígenas y afroecuatorianas. Esta ley busca garantizar que las comunidades indígenas tengan la oportunidad de expresar sus opiniones y tomar decisiones sobre proyectos que puedan afectar sus derechos. 
· Normas de protección ambiental: Existen leyes y regulaciones ambientales en Ecuador que establecen los estándares para la protección del medio ambiente. Estas normas establecen requisitos específicos en cuanto a la gestión de residuos, el uso de recursos naturales, la protección de ecosistemas sensibles y la prevención de la contaminación. 
· Control y supervisión gubernamental: Las autoridades ambientales en Ecuador son responsables de supervisar y controlar el cumplimiento de las regulaciones ambientales. Realizan inspecciones periódicas y monitorean el cumplimiento de las empresas con respecto a las normas ambientales establecidas. 
· Acceso a la justicia: En caso de incumplimiento de las normas ambientales o violación de los derechos de las comunidades, existen mecanismos legales a los que pueden recurrir las comunidades y organizaciones para buscar reparación y justicia. 
4. ¿Son adecuados los marcos normativos existentes a nivel nacional, regional e internacional para garantizar que las empresas no evadan el pago de impuestos a los Estados?

· De acuerdo con el Servicio de Rentas Internas (SRI), la evasión es un fenómeno que hasta la fecha no ha podido ser totalmente controlada por ninguna jurisdicción. Sin embargo, los países han adoptado medidas locales, regionales e internacionales para combatirla. En el caso ecuatoriano, la legislación nacional en materia tributaria y penal cuenta con disposiciones orientadas a la mitigación y erradicación de este fenómeno; por ejemplo:  Código Tributario: “Art. 17; Código Orgánico Integral Penal - COIP   "Art. 298.- Defraudación tributaria.
· A nivel regional e internacional podría hacerse alusión a los convenios para evitar la doble imposición, dentro los cuales en la actualidad también existe el objetivo de evitar la doble no imposición. Asimismo, existen acuerdos para el intercambio de información tributaria que facilita a las distintas administraciones la posibilidad de ejercer su facultad determinadora frente a conductas evasivas.  
· Al respecto, el Ecuador ha suscrito 22 acuerdos para evitar la doble imposición. Sobre la transparencia fiscal, nuestro se adhirió al Foro Global, además ratificó la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal, y mantiene convenios específicos de intercambio de información con Costa Rica y Estados Unidos.  
· Convenios para Evitar la Doble Imposición:   https://www.sri.gob.ec/fiscalidad-internacional2  ; Foro Global:  https://www.sri.gob.ec/foro-global 
5. ¿Cuáles son las buenas prácticas de las empresas que intentan reducir la brecha digital y/o garantizar el uso seguro de las tecnologías por parte de la población vulnerable, como niños, ancianos, niñas, ancianas y minorías? 

· Proyectos para jóvenes, los primeros empleos son fundamentales así como también la contratación de personas adultas mayores que pueden responder de manera especializada a tareas que otro grupo generacional desatiende, estos ejercicios intergeneracionales permiten desarrollar estrategias intergeneracionales de aprendizaje, especialmente en torno a la alfabetización digital. 

6. ¿Cómo pueden los Estados y otros actores (por ejemplo, las instituciones nacionales de derechos humanos, las instituciones de financiación del desarrollo y las empresas) proporcionar recursos efectivos a las personas y comunidades que alegan una violación del derecho al desarrollo?

· La Defensoría del Pueblo de Ecuador es la Institución Nacional de Derechos Humanos. 
· La Defensoría no es formuladora ni ejecutora de política pública, sin embargo, en su rol de promover los derechos humanos y de la naturaleza participa en la construcción y establece estrategias de incidencia en políticas públicas que garanticen el ejercicio y goce de los derechos. 
C.- PRIORIDADES TEMÁTICAS PARA 2023-26 

1. ¿En qué cuestiones debería centrarse el Relator Especial durante los próximos tres años de su mandato para la realización efectiva del derecho al desarrollo en los planos local, nacional, regional e internacional?

· Sensibilización y posicionamiento en el discurso global del derecho al desarrollo en sus tres dimensiones: económica, social y ambiental y promover su incorporación en los marcos normativos locales, nacionales y regionales, visibilizando las brechas globales en relación a este derecho. 

· Promover la institucionalización del derecho al desarrollo, lo que implica promover en los países y localidades la creación de una nueva arquitectura institucional que sustente acciones en favor del desarrollo en sus tres dimensiones: económica, social y ambiental. 

· Desarrollo de capacidades de los Estados para el diseño de políticas públicas holísticas e intersectoriales que permitan garantizar el goce efectivo del derecho al desarrollo individual y colectivo de sus ciudadanos. 

· Promoción de la democracia participativa con el fomento de espacios de participación para el diseño de políticas públicas que promuevan el derecho al desarrollo. 

· Promover mecanismos de financiamiento y cooperación internacional para fortalecer las capacidades de los países en la construcción de mecanismos para el goce efectivo del derecho al desarrollo en sus tres dimensiones: económica, social y ambiental. 

· Creación de sistemas de información y nuevas métricas que permitan monitorear el cumplimiento del derecho al desarrollo en todos los países. 
· De acuerdo con las competencias del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, se recomienda fortalecer el trabajo en materia de prevención y erradicación de la violencia contra la mujer y en materia de igualdad de género en los distintos sectores. Se considera que la equidad de género y la disminución de las brechas de género son elementos indispensables y directamente proporcionales en la promoción del desarrollo. 
2. ¿Cuáles son los principales retos a los que se enfrenta la realización del derecho al desarrollo? ¿Existen buenas prácticas y estrategias eficaces para superar estos desafíos? 

· Escasos vínculos de los equipos técnicos que realizan planificación de largo plazo con los tomadores de decisión, lo que pone en riesgo su implementación.   

· En un marco de ajuste estructural hay una contracción del Estado y un debilitamiento de los sistemas públicos de planificación. 

· Debilidad en los sistemas de monitoreo, seguimiento y evaluación de las políticas públicas, lo que impide realizar correctivos oportunos y mejorar la efectividad de la gestión pública.  

3. ¿Qué medidas deberían adoptarse para garantizar la integración del derecho al desarrollo en otras agendas como los Objetivos de Desarrollo Sostenible, las empresas y los derechos humanos, la protección del medio ambiente, el cambio climático, la discriminación, la migración, la paz y la seguridad, la financiación del desarrollo, los acuerdos comerciales y de inversión, las nuevas tecnologías, el espacio cívico y el acceso a la justicia?

Desde el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF): 
· Crédito a través de la banca pública: con el objetivo de impulsar la economía familiar y empresaria. 
· Prioridad a la Inversión Social. 
· Reducción de la pobreza. 
· Inversión en seguridad: En 2022 se invirtió en seguridad USD 3.200 millones. En 2023 se proyecta una inversión de USD 3.400 millones.  
· Obra Pública: Incremento de USD 600 millones para inversión en obra pública. Se destinará 90% para obra vial en los próximos 27 meses. 
· Cabe mencionar que, como ente rector de finanzas públicas, el Ministerio de Economía y Finanzas, diseñó y puso en vigencia la herramienta presupuestaria del Clasificador de Orientación de Gasto en Políticas de Igualdad y en Políticas de Ambiente y Cambio  Climático, con la finalidad de identificar, optimizar y realizar el seguimiento del presupuesto del estado destinado a las políticas de igualdad y ambiente que contribuyen al desarrollo, promueven el bienestar de la población, la reducción de la pobreza y desigualdad, protegen la naturaleza y combaten el cambio climático. 
· En el tema ambiental, la Constitución ecuatoriana reconoce a la naturaleza como sujeto de derechos, considerando que el uso sostenible de los recursos naturales es esencial para conseguir el derecho al desarrollo. Se destaca como una política importante aplicada la diversificación de fuentes de financiamiento destinadas hacia esos fines, por ejemplo, mediante la elaboración del Marco de Bonos Verdes Soberanos, el cual permitirá destinar recursos con mejores condiciones para proyectos nuevos o existentes relacionados con los temas ambientales o de cambio climático. 
· Adicionalmente, tras un año de trabajo conjunto de varias instituciones del Estado, el 9 de mayo del 2023 se anunció el canje de deuda pública por conservación de la naturaleza más grande del mundo, el cual genera un ahorro de USD 1.100 millones en deuda para el país, con ello se invertirá USD 450 millones para la protección de las Islas Galápagos (reserva marina y parque nacional), que tiene la categoría de Patrimonio Natural de la Humanidad. Estos recursos promoverán la resiliencia climática y apoyarán la pesca sostenible, constituyendo un paso clave en la transición hacia una economía sustentable que fusiona los objetivos de conservación ambiental, finanzas públicas sostenibles y economía de la población de la zona fortalecida (promoción de pesca y actividad turística  sostenibles). 
Desde el Ministerio del Ambiente, Agua y Transición Ecológica (MAATE):

· Coherencia de políticas: Es esencial promover la coherencia entre las políticas y programas relacionados con el derecho al desarrollo y otras agendas. 
· Marco legal sólido: Es importante contar con un marco legal sólido que respalde la integración del derecho al desarrollo en otras agendas. 
· Educación y sensibilización: La educación y la sensibilización son fundamentales para promover una comprensión amplia y una conciencia de la interconexión entre el derecho al desarrollo y otras agendas. 
· Participación y consulta significativa: Es esencial fomentar la participación significativa de las partes interesadas, incluyendo comunidades afectadas, pueblos indígenas, organizaciones de la sociedad civil y grupos marginados, en la formulación, implementación y seguimiento de políticas y programas relacionados con el derecho al desarrollo y otras agendas. Esto garantiza que las decisiones sean inclusivas y tomen en cuenta las necesidades y aspiraciones de quienes se ven afectados por ellas. 
· Monitoreo y evaluación: Es necesario establecer mecanismos de monitoreo y evaluación sólidos para medir el progreso y el impacto de las políticas y programas relacionados con el derecho al desarrollo y otras agendas. 
· Cooperación internacional y financiamiento: La cooperación internacional y el financiamiento adecuado son fundamentales para garantizar la implementación efectiva de las políticas y programas relacionados con el derecho al desarrollo y otras agendas. Los países y las instituciones financieras deben comprometerse a proporcionar recursos financieros suficientes y a fomentar la colaboración entre países, organizaciones y actores relevantes. 
· Investigación y desarrollo de capacidades: Es importante promover la investigación y el desarrollo de capacidades en temas relacionados con el derecho al desarrollo y otras agendas. Esto implica fomentar la generación de conocimientos, la innovación y la capacitación en áreas clave, como derechos humanos, medio ambiente, cambio climático, discriminación, migración, entre otros. 
· Al adoptar estas medidas, se puede avanzar hacia una mayor integración del derecho al desarrollo en otras agendas, promoviendo una perspectiva holística y sostenible en la búsqueda de un desarrollo humano equitativo y resiliente. 
Desde el Ministerio de Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca:

· Impulsar en el marco de los acuerdos comerciales la incorporación de disciplinas que den un mayor robustecimiento del derecho al desarrollo en los flujos de comercio para lo cual se debe impulsar que países incorporen capítulos o disposiciones en esa materia.  
· Continuar promoviendo y fortaleciendo una participación activa que busque incorporar materias relacionadas a la temática en la Organización Mundial al Comercio.  
· Los nuevos acuerdos comerciales deberían incorporar los principios y directrices emitidas por la Naciones Unidas en materia de conducta empresarial responsable que promueve que las empresas fortalezcan el cumplimiento de las normativas nacionales, en materia de derechos humanos, ambiente, entre otros aspectos.  
· Con respecto al sector industrial, las medidas a adoptarse deben promover la generación de valor agregado que les permita aportar significativamente a la competitividad del país y así puedan acceder a mercados internacionales y satisfacer la demanda local con productos que cumplan altos estándares de calidad. Para lo cual, trabajar en una serie de acciones de política pública que involucren a todos los actores de la industria, instituciones del sector público generando las condiciones óptimas para el desempeño y academia para el desarrollo de capacidades.
